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Na de  Reg is t ro :  2194 /92

ASUNTO: Amparo promovido por

MUTUA GENERAL DE SEGUROS

SOBRE: Sentenci -a de Ia  Sec-

ción Tercera de Ia Audiencia

Provincial de La Coruña.

La Sala en la pieza separada de suspensión del present,e

curso ha acordado dj-ctar el siguiente

AUTO

r. _ AI{TECEDENTES

1. EI dla 20 de agosto de L992 tuvo ent,rada en el Regist:fo

General de este Tribunal un escrito del Procurador de los trl-

bunales don Carlos .I imenez Padrón, €n nombre y representaci

de LA MUTUA GENERAL DE SEGUROS, interponiendo recurso de ampa:{o

contra Ia  Sentencia de 29 de jun io de 1992 d ic tada por  l -a  Sed-

ción Tercera de la Audiencj-a Provincj-al de La Coruña,en gr

de apelación.En l-a demanda se nos dice que el Juez de fnstruc-

c ión  no  2  de  Fe r ro l ,  en  e l -  j u i c i o  de  fa l t as  tL5 /9L ,  d i c tó  Sen-

tencia en Ia cual impuso al condenado J-a obl-igación de indemni-

zar a los perjudicados en una suma total de veint, isiete nÍl lo-

nes dosc ientas c j -ncuenta mi l  pesetas,  dec larando Ia responsabi -

l idad cj-vi l  directa de l-a companla aseguradora y aplicando a

SALA PRTMERA

Excmos .  S res . :

D. MigueL Rodrfguez-Piñero y

Bravo-Ferrer

D. Fernando Garcla-Món y

González-RegueraI

D. Carlos de Ia Vega Benayas

D. VÍcent,e Glmeno Sendra

D. Rafael de Mendlzábal-. Al lende

D. Pedro Cruz Vil lalón
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ta les cant idades Los in tereses legales desde la  fecha de la

primera sentencia de conformidad con ef art. 92L de Ia Ley de

Enjuiciamiento Civi l ,  con declaración de responsabil idad civi l

directa respecto de la Mut,ua General de Seguros. A su vez, l-a

Audiencj-a Provincial de La Coruña desestimó el recurso de ape-

Iación y confirmó los pronunciamientos de l-a Sentencia ante-

rior, est,abl-eciendo además que se aplicara el 20 por ciento so¡

bre las cant idades f i jadas en la  resoluc ión recurr ida en v i r t

de 1o establec ido por  la  Disposic ión Adicc ional  Tercera de la

Ley Organica 3/89 de actuaLizac ión del  Código Penal .

La fundamentación Jurfdica pone el énfasis en la infracc

de  l os  a r t s .  t 4  y  24 . t  de  l a  Cons t i t uc ión ,  po rque  se  co loca

asegurador en una posición más gravosa en e1 proceso qu

cualquier otra persona, corno consecuencia de una norma que

aplicarse de forma simplemente objetiva y a1 margen de la c

ducta de dicho asegurador, 1o cual- pugna con l-os princip

const i tucionales invocados. Por el lo,  sol ic i ta que se ot ,or

el amparo inst,ado declarando La nulidad de la aplicabil idad

Ia Disposición Adj-ccional Tercera referida a la indemnizac

f i jada y  que se suspenda la  e jecución de la  Sentencia en cu

se ref iere a Ia  l - iqu idac ión de in tereses.

2.  La Sección acordó,  €m prov idencia de 28 de sept ie

último, admitir a trámlte Ia demanda de amparo y abrir la

separada de suspensión y por otra provj-dencia de l-a misma f

dictada en ell-a, eue se oyera a demandant,e y al Minist,erio FÍs-

cal por un plazo de tres dias acerca de la medida cautelar ins-

tada, de conformidad con 1o previsto en eI  ar t .  356 de la LOTC.

3.El  Minist ,er io Fiscal  a1 evacuar eI  t rámite reconoce eu€,
en eI terreno de las indemnizaciones, Ia doctrina del Tribunal

Constituclonal se ha venido inclinando a denegar la suspensio-

nes interesadas, pero ello no obstante entiende que en el pre-

sente caso la ejecución de Ia Sentencia supondrfa que 1a compa-
ñla aseguradora abonara eI 20 por ciento de recargo, cantidades
que a Ia hora de otorgarse el amparo, en su caso, pordrfan ser
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de di f ic i l  recuperación. Por el  contrar lo,  las consecuenclas,
en caso de rechazar lo,  la suspensión de Ia efect iv idad de 1a

Sent,encia lmpugnada solo produciria un retraso en eL pago del
citado recargo. Por todo ello estima procedente acceder a la

suspensión, si bien con la garantla de una caución suficiente.

A su vez, Ia sociedad demandante en escrito que tuvo entrada el

6 de octubre úrlt imo, insiste en Ia suspensión de Ia efectividad
de la Sentencla objet ,o de este proceso, €rr  cuanto se ref iere,a

la l lquidación de intereses, por est imar que la ejecución prp-

ducirfa en la práct1ca Ia imposibil idad de recuperar las 
"un{f-

dades abonadas en tal concepto, corr indudable perjuicio narafl-a
aseguradora,  que por otra parte ofrece el  af ianzamiento quefbl

t i

Tribunal  considere necesar io.  I  I
t i
t i
t l
t l

II
il

If . FUNDA]VIENTOS JURTD] COS II

I
I
I

l .Aunque la Ley Orgánica de este Tribunal no 1o diga F*1,
explicitamente no parece discutible que la interposición I a"f

I

recurso de amparo, por su propia naturaleza intrfnseca, no pOs-

ta a la v igencia,efect , iv ldad o ejecutor iedad de las Oisposibio-
I

nes generales, actos administrat,ivos o de cualquier ot,ra inpti-

tucj-ón del  Estado y sentencias,  que son su objeto.  Es una For-
secuencia de la presunción de legitimidad que al-canza a todas
las actuaciones de Los poderes públicos y con mayor razón si,

como es eI caso, ostentan una auténtica l-egitimaclón democráti-

ca. Esta presunción lnherente a la entera actividad pública

( legis lat i r ¡a,  € jecut iva y judic la l )  está presente y operant,e,

aunque implfcita, en Ia Constitución y a las veces explfcita en

eI resto del  ordenamiento jur fd ico.

Ahora bien, como contrapeso de ta1 presunción nuestro sis-
tema de justicia constitucional configura la posibil idad de que

este Tribunal suspenda la ejecución del acto de los poderes púr-

blicos por razón del cual se reclama el amparo. Desde una
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perspectiva procesal aparece como una medida cautelar, que cum-
ple una funcj-ón de equil ibrio entre el poder y la l iberLad, co-

nectándose directa e j-nmediatamente a Ia garantfa de Ia efecti-

vidad de la tutela judicial que consagra el art. 24 de nuestra

Const l tución. En efecto,  €1 soporte de ta1 medida consiste en

eI r iesgo o la certeza de que la ejecución ocasionara un per-

juj-cio que harfa perder a1 amparo su finalidad, según dice eI

art. 56 de nuestra Ley Orgánica, convlrtiendo asl una eventual

sentencla favorable en una mera declaración de buenos propési-

tos,  desprov is ta de ef icac ia práct ica.

La suspensión preventiva del acto o dlsposición objeto

proceso de anparo exige una delj-cada ponderación de los in

ses generales o los derechos fundamentales de terceros,

perturbación grave o lesi-ón actr la como lfmite de la

cautelar y el int,erés part, icular del demandante en ampar

ta1 aspecto es eI  pot ,enc ia l  per jud icado quien ha de just i

1o .  Por  ot ra par te,  €1 anál is is  de Ia  s i tuac ión ha de

sin prejuzgar Ia cuestión principal, aún cuando sin perde

v is ta,  con una mirada a l  sos layo.

2.  La ponderac ión de l -os in tereses en juego,  Yd

caso concreto, pone de manifiesto que exj-ste un int,erés $eneral
la tente,  ln t r lnseco a la  e jecutor iedad de toda sentenci f l  def i -

nit lva y f j-rme, como exigencia inmanente a la efect. ividap de la

tute la  jud ic ia l ,  cuya p len i t ,ud só lo as i  se a lcanza.  Dfsde la

perspect,iva de la sociedad demandante, su petición tiene un

contenido exclusivamente económico y, por tanLo, faci lmente re-

parable en principio, salvo que Ia ejecución inmediat,a pudlera

afectar a 1a estabil idad de 1a empresa, su capacidad productiva

o eI nivel de empleo o 1o exigiera, por inexistencia de l iqui-

dez, Ia asunción de una carga f inanciera insoportable. Nada de

esto se alega siquiera, para convencernos de que se demore Ia

l iquidación de los j-ntereses legales de 1a indemnj-zación desde

Ia fecha de Ia prj-mera Sentencia y actualizados, a cuyo pago

condena la de apelación a 1a compañla aseguradora como respon-

sable c iv i l  d i recta.

1

c¡
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uy

En

ar-
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Por todo 1o expuesto, Ia Sala acuerda denegar 1a suspensión

de Ia l iquidación de intereses de las indemnizaciones f i jadas

por la sentencia del ,Juzgado de Primera Instancia e Instruc-

clón ntlmero dos de Ferrol de 24 de febrero de L992, gue deberá

llevarse a efecto de conformidad con 1o establecido en la sen-

tencia de 29 de junio de L992 de la Sección Tercera de Ia Au-

diencia Provincial de La Coruña, con Ia obligación por parte de

1os percept,ores de las cantidades resultantes de garantizar

suf ic ientemente,  a  sat is facc ión del  Juez de Pr imera Tnstancia e

Instrucclón núrmero dos de Ferrol, 1a devolución, €n su caso del

exceso resul tante.

a veint, iseis de oct,ubre de rni l  novecientos noventa
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